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INFORME No. 90/11

CASO 12.381
DECISIÓN DE ARCHIVO
ESTADOS UNIDOS
21 de julio de 2011
Presuntas Víctimas:
Robert Bacon Jr.

Peticionarios: 
Gretchen M. Engel (Center for Death Penalty Litigation)
Inicio del Trámite:
 
25 de abril de 2001
Violaciones Alegadas: 
Artículos I, II y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (la “Declaración Americana”)

I. 
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 16 de abril de 2001 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por Gretchen M. Engel (la “peticionaria”) a favor de Robert Bacon Jr. (la “presunta víctima”) contra Estados Unidos de América (el “Estado” o “Estados Unidos”).  La peticionaria alega que la presunta víctima, un hombre afro americano, fue sentenciado a pena de muerte por un jurado constituido sólo por personas de raza blanca en el año de 1987 y posteriormente fue sentenciado nuevamente a pena de muerte por otro jurado constituido sólo por personas de raza blanca en 1991, luego de que se realice una nueva audiencia de juzgamiento; añade que los prejuicios raciales contaminaron las deliberaciones del jurado en ambas instancias.  Supuestamente, todo lo anterior indicaría que la pena de muerte fue impuesta a la presunta víctima de una manera discriminatoria en razón de su raza. 
2. Según la petición, la presunta víctima fue juzgada junto a otra acusada, una mujer de raza blanca llamada Bonnie Clark, por el homicidio de un hombre de raza blanca de nombre Glennie Clark, en el estado de Carolina del Norte.  La peticionaria señala que el señor Clark era el ex marido de la señora Clark, quien supuestamente era la enamorada de la presunta víctima al momento del crimen. Alega también que debido al comportamiento abusivo y violento del señor Clark hacia su esposa e hijos, la señora Clark solicitó a la presunta víctima que le ayude a matar a su marido. El señor Bacon accedió y el 1 de febrero de 1987 él junto a la señora Clark asesinaron al señor Clark. 

3. La peticionaria afirma que la presunta víctima fue sentenciada por asesinato en primer grado y condenada a pena de muerte en 1987.  La señora Clark también fue condenada por asesinato en primer grado pero únicamente fue condenada a prisión perpetua.  Según la petición, la Corte Suprema de Carolina del Norte anuló la sentencia de pena de muerte respecto de la presunta víctima en 1990, pero al ser sentenciada nuevamente en 1991, la presunta víctima fue condenada nuevamente a pena de muerte.  La peticionaria indica que la presunta víctima ha sido víctima de discriminación racial tanto en la selección del jurado como en la deliberación del juzgado que condujo a su sentencia.  De hecho, en la petición se alega que ambos jurados que condenaron y sentenciaron a la presunta víctima estaban conformados únicamente por personas de raza blanca, que los candidatos al jurado afro americanos fueron descartados por las cortes o por la fiscalía, y que para condenarlo a pena de muerte los jurados tomaron en consideración la raza de la presunta víctima así como el hecho de que estaba involucrado en una relación romántica inter-racial con la otra acusada. 
4. El 22 de octubre de 2001 la peticionaria confirmó que la sentencia de pena de muerte contra la presunta víctima había sido conmutada por una sentencia a prisión perpetua el 2 de octubre de 2001.
.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO
5. Mediante una comunicación de 4 de octubre de 2001, el Estado informó a la CIDH que el Gobernador de Carolina del Norte había conmutado la sentencia de pena de muerte contra la presunta víctima por una sentencia de prisión perpetua sin opción de libertad condicional. 
6. Estados Unidos también alega que lo anterior demuestra que los recursos internos no fueron agotados de manera previa a la presentación de la petición ante la Comisión Interamericana. El Estado también señala que en el caso no se configuró violación alguna al derecho internacional. Por lo anterior, Estados Unidos solicitó que la petición sea declarada inadmisible por considerar que carece de relevancia práctica y por falta de agotamiento de los recursos internos. 
III.
PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA 
7. El 16 de abril de 2001 la Comisión Interamericana recibió la petición.  El 25 de abril de 2001, la CIDH transmitió la petición al Estado y le solicitó a Estados Unidos que adopte medidas cautelares para suspender la ejecución de la presunta víctima hasta que la CIDH haya podido examinar la petición. El Estado respondió a la petición el 27 de abril de 2001.

8. La peticionaria presentó información adicional el 23 de mayo de 2001, el 2 de agosto de 2001, el 20 de septiembre de 2001 y el 22 de octubre de 2001.  Estas comunicaciones fueron transmitidas debidamente al Estado. El Estado presentó información adicional el 6 de septiembre de 2001 y el 4 de octubre de 2001. Dicha información también fue debidamente transmitida a la peticionaria. 

9. Desde que la sentencia de pena de muerte contra la presunta víctima fuera conmutada en octubre de 2001, la CIDH no ha recibido más comunicaciones de ninguna de las partes. El 13 de enero de 2010 la Comisión Interamericana solicitó información de la peticionaria sobre si los fundamentos de la petición todavía existían, y le informó que podía ordenar el archivo de la investigación, de conformidad con el artículo 42 de su Reglamento Interno.  No se ha recibido respuesta. 
IV.
BASE LEGAL PARA EL ARCHIVO
10. Los artículos 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana establecen que, en cualquier estado del trámite de una petición, la CIDH verificará si subsisten los motivos de la petición, y si éstos no subsistiesen decidirá archivar el expediente.  Adicionalmente, el artículo 42.1.b del Reglamento establece que la CIDH también podrá decidir el archivo de un caso cuando no disponga de la información necesaria para poder emitir su decisión. 

11. Han transcurrido más de nueve años desde que se recibiera una comunicación de alguna de las partes en el presente caso.  Más aún, la CIDH nota que, desde que se conmutó la sentencia de la presunta víctima, la peticionaria no ha respondido sobre si subsisten los fundamentos de la petición. 

12. Bajo estas circunstancias, la CIDH estima que carece de los elementos necesarios para determinar si subsisten los fundamentos que sirvieron de base para la petición inicial, así como también para pronunciarse sobre su admisibilidad o adoptar una decisión sobre las alegadas violaciones a los derechos humanos.  Por lo tanto, de conformidad con el Artículo 48.1.b de la Convención Americana y el artículo 42 de su Reglamento, la Comisión Interamericana decide archivar esta petición.  
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 21 días del mes de julio de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión. 


� La peticionaria también alegó que los hechos establecieron una violación del Artículo 5.a de la Convención Internacional para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (“ICERD” por sus siglas en inglés).


� En relación con las medidas cautelares, Estados Unidos indicó que la “facultad de la CIDH para emitir dichas medidas no existe en la Convención Americana sobre Derechos Humanos ni en el Estatuto de la CIDH”, y por ende el Estado consideró dicha petición como una  “recomendación no vinculante”. El 6 de agosto de 2001 y el 2 de octubre de 2001 la CIDH reiteró la solicitud de medidas cautelares. 
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